
Señor JUEZ DE CIRCUITO DE RIONEGRO – ANTIOQUIA (REPARTO)
E. S. D.

Radicado de primera instancia: 05 615 31 04 003 2026 00207 00
Accionante: TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO
Accionados: OFICINA DE CONTROL INTERNO DISCIPLINARIO (OCID) DEL MUNICIPIO 
DE RIONEGRO y NORBEY ANDRÉS GIL CIFUENTES
Instancia: Segunda (Apelación – Impugnación)

ASUNTO: Impugno la sentencia N° 220 del 3 de junio de 2026, proferida por el Juzgado Tercero 
Penal Municipal con funciones mixtas de Rionegro, que declaró improcedente la acción de tutela. 
Solicito su REVOCATORIA y, en consecuencia, se tutelen mis derechos fundamentales al debido 
proceso, defensa, igualdad, acceso a la justicia, buen nombre y prohibición de retaliación.

CAPÍTULO I: SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL – DEFECTO SUSTANTIVO DEL 
FALLO
Soy mujer, docente de carrera en propiedad (Decreto Ley 1278 de 2002), integrante de la 
comunidad LGBTIQ+, declarada en riesgo extraordinario por la Unidad Nacional de Protección 
(Resolución N° 00006646 de 2019). Fui desplazada forzosamente del municipio de Bello al de 
Rionegro. Poseo el título de Magíster en Educación y Desarrollo Humano otorgado por el CINDE, 
institución avalada por el Ministerio de Educación Nacional.

El juez de primera instancia ignoró por completo esta condición, que impone a todas las autoridades 
un deber reforzado de garantía de mis derechos fundamentales (Sentencias T-099/15, T-268/18, 
T-045/15). En particular, el análisis de subsidiariedad debió realizarse con un estándar más flexible, 
valorando mi situación de vulnerabilidad múltiple. La omisión de este deber constituye un defecto 
sustantivo que vicia de nulidad el fallo impugnado.

CAPÍTULO II: LA SENTENCIA INCURRIÓ EN OCHO 
OMISIONES (DEFECTOS FÁCTICO Y SUSTANTIVO)

1. Retaliación temporal probada: La OCID abrió el expediente 014-2026Q después de que 
el Alcalde revocara mi suspensión provisional (Auto 006 del 21/11/2025) y, más grave aún, 
después de que yo interpusiera una acción de tutela contra la rectora, en la cual el Juzgado 
Octavo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín (Sentencia N° 138 del 19 
de marzo de 2026) declaró que la rectora había omitido convocar a conciliación y no 
respondía de fondo.

2. Persecución sistemática: La OCID certificó la existencia de 5 expedientes disciplinarios 
activos en mi contra (certificación del 10/02/2026).

3. Formación académica ignorada: Mi condición de Magíster en Educación y Desarrollo 
Humano desvirtúa el perfil de docente “violenta” o “dolosa” que la OCID pretende 
construir.



4. Proceso contencioso estancado: El proceso radicado 05001333300620220038200, con 
amparo de pobreza concedido desde 2022, no ha tenido sentencia de fondo, demostrando la 
ineficacia de la vía ordinaria.

5. Estigmatización por salud mental: La rectora declaró bajo juramento (26/02/2026) que 
“en mi parecer está enferma” y que “tiene un comportamiento bipolar”, lo que constituye 
discriminación prohibida (Ley 1616 de 2013 y Ley 1752 de 2015).

6. Violación de la reserva: La secretaria de la I.E. Baldomero Sanín Cano conocía 
información reservada de mis procesos disciplinarios, lo que evidencia filtración desde la 
OCID.

7. Hecho sobreviniente ignorado: El Auto 049 del 28 de mayo de 2026 (formulación de cargo 
grave doloso y orden de remisión a juzgamiento en 3 días) fue proferido después de la 
demanda de tutela y antes del fallo, y el juez de primera instancia no lo valoró.

8. Falta de vinculación de la Procuraduría: No se vinculó a la Procuraduría Provincial para 
que, en ejercicio del poder disciplinario preferente, asumiera el conocimiento de las quejas 
contra la rectora y la secretaria de educación.

CAPÍTULO III: LA APERTURA DEL EXPEDIENTE 014-
2026Q CONSTITUYE UNA RETALIACIÓN PROHIBIDA
Hechos probados de la retaliación:

1. El 19 de marzo de 2026, el Juzgado Octavo Municipal de Pequeñas Causas Laborales 
de Medellín (Sentencia N° 138 de 2026, que obra en el expediente de primera instancia) 
tuteló mi derecho de petición frente a la rectora María Victoria Estrada Castañeda, 
declarando que esta había omitido convocar a conciliación y no respondía de fondo a mis 
solicitudes.

2. Inmediatamente después de esa decisión judicial favorable a mis intereses, la OCID 
intensificó su persecución. El Auto 008 del 4 de febrero de 2026 (aunque fechado antes, su 
notificación y el inicio real de la retaliación se consolidaron tras la tutela) abrió un nuevo 
proceso disciplinario (014-2026Q) con base exclusiva en una queja de la misma rectora 
que acababa de ser amonestada constitucionalmente por no conciliar.

3. La cronología es inequívoca: primero la rectora pierde la tutela por no conciliar; luego 
la OCID abre proceso contra mí por una queja de esa misma rectora. La causalidad 
temporal y personal configura retaliación en los términos de la Sentencia T-045 de 2015, 
que prohíbe a las autoridades utilizar el poder disciplinario como instrumento de venganza 
por el ejercicio de acciones constitucionales.

Además, la OCID ha acumulado 5 expedientes en mi contra, mientras que no ha iniciado ninguna 
investigación disciplinaria contra la rectora, la coordinadora Magdalena Manrique Flórez ni la 
Secretaria de Educación María Camila Henao Hernández, a pesar de que el Ministerio de 
Educación Nacional y la Personería de Rionegro remitieron dichas quejas a la OCID. Este trato 
diferencial y selectivo viola flagrantemente el derecho a la igualdad (artículo 13 C.P.).



CAPÍTULO IV: VIOLACIONES GRAVES AL DEBIDO 
PROCESO – NULIDAD DE LO ACTUADO
1. Falta de notificación personal del auto de apertura (Auto 008) y del auto de 
cargos (Auto 049)

Si bien es cierto que autoricé la notificación por medios electrónicos para algunas actuaciones, los 
artículos 121 y 122 de la Ley 1952 de 2019 establecen que el auto que ordena la apertura de la 
investigación disciplinaria y el auto que formula cargos deben ser notificados personalmente. 
La notificación por correo electrónico no es suficiente para estos actos procesales trascendentales, 
pues de ella depende el derecho a conocer la imputación, a designar apoderado y a preparar la 
defensa.

La OCID no me notificó personalmente ninguno de esos autos. Simplemente los envió a mi correo 
electrónico (aprovechando una autorización genérica) después de que el juez de tutela de primera 
instancia ordenó la exhibición del expediente. La remisión de copias no reemplaza la notificación 
personal. Esta omisión constituye una causal de nulidad prevista en el artículo 143 de la Ley 1952 
de 2019.

2. Audiencias realizadas sin mi presencia y sin citación previa

La OCID ha llevado a cabo audiencias dentro del expediente 014-2026Q y del acumulado 027-
2025Q sin notificarme formalmente, sin citarme a ellas y sin permitirme asistir. En dichas 
audiencias se recepcionaron testimonios de los menores de edad y de otros testigos, sin que yo o mi 
abogado pudiéramos estar presentes, formular preguntas o controvertir las pruebas.

Ninguna constancia de citación a audiencia obra en el expediente. Lo único que la OCID ha 
remitido son copias de las actuaciones, pero eso no equivale a una citación válida. El derecho de 
defensa no se satisface con recibir copias; exige participación efectiva en la práctica de las 
pruebas.

3. Imposibilidad de contradecir los testimonios de los menores de edad

En diciembre de 2025, la OCID ordenó la práctica de testimonios de los niños y adolescentes 
presuntamente afectados. No se me permitió presentar un cuestionario de preguntas, ni estar 
presente en las entrevistas, ni designar un psicólogo de confianza para que acompañara el acto, en 
contravía del artículo 150 del Código de Infancia y Adolescencia, que exige garantizar la 
contradicción en la recepción del testimonio de menores.

Esta irregularidad vicia de nulidad todas las pruebas testimoniales recaudadas, pues fueron 
obtenidas sin la más mínima posibilidad de control por mi parte.

4. Omisión de los protocolos de la Ley 1620 de 2013 y ausencia de conciliación

El proceso disciplinario 014-2026Q tuvo como origen una situación de convivencia escolar: un 
grupo de estudiantes decidió no ingresar al aula de clase. La rectora, en lugar de activar la Ruta 
de Atención Integral prevista en la Ley 1620 de 2013 (que incluye la conciliación como 
mecanismo prioritario), presentó una queja disciplinaria directamente en mi contra, saltándose 
todos los conductos regulares.

Como consecuencia, no existe acta de conciliación firmada por mí, no fui citada al Comité de 
Convivencia, no se me permitió hacer descargos en ese escenario y nunca se consideró mi 



versión como docente afectada. La actuación de la rectora y de la OCID ha sido deliberadamente 
sancionatoria, omitiendo la fase conciliatoria que exige la ley.

5. Ocupación de mi cargo de carrera por una docente provisional como 
retaliación

Como consecuencia directa de mis acciones constitucionales, la Secretaría de Educación me 
trasladó arbitrariamente de la Institución Educativa Josefina Muñoz González y designó a una 
docente provisional para ocupar mi plaza, siendo yo docente de carrera en propiedad bajo el 
Decreto Ley 1278 de 2002. Adicionalmente, en la nueva sede (I.E. Baldomero Sanín Cano) no se 
me asigna carga académica en el área de matemáticas, lo que desnaturaliza mi función y constituye 
una retaliación continuada.

CAPÍTULO V: EL HECHO SOBREVINIENTE 
CONFIGURA UN PERJUICIO IRREMEDIABLE ACTUAL
El Auto 049 del 28 de mayo de 2026 (proferido cuando esta tutela ya estaba en trámite y notificado 
el 2 de junio de 2026, un día antes del fallo de primera instancia) formuló cargo único 
disciplinario calificado como GRAVE DOLOSO y ordenó la remisión del expediente al 
juzgamiento en el plazo de tres (3) días, de conformidad con el artículo 225 de la Ley 1952 de 
2019.

La remisión a juzgamiento implica que, en cualquier momento, se designará un juez de 
conocimiento que podrá imponer sanciones que incluyen destitución e inhabilidad general, con 
grave afectación a mi carrera docente, mi mínimo vital y mi salud mental (acreditada con historia 
clínica anexa).

Este hecho es sobreviniente a la demanda de tutela y al fallo de primera instancia, y constituye por 
sí mismo un perjuicio irremediable actual que torna procedente la tutela, incluso si se considerara 
que existían otros medios de defensa.

CAPÍTULO VI: PROCEDENCIA DE LA TUTELA – 
SUBSIDIARIEDAD FLEXIBLE Y PERJUICIO 
IRREMEDIABLE
La Corte Constitucional ha establecido que, tratándose de sujetos de especial protección 
constitucional, el requisito de subsidiariedad debe aplicarse de manera flexible. En mi caso 
confluyen múltiples circunstancias de vulnerabilidad (mujer, LGBTIQ+, desplazada forzosamente, 
riesgo extraordinario declarado por la UNP), por lo que no se me puede exigir el agotamiento de 
mecanismos ordinarios ineficaces.

El proceso contencioso-administrativo que cuestiona los traslados arbitrarios se encuentra 
estancado desde 2022 (radicado 05001333300620220038200), a pesar de que se me concedió 
amparo de pobreza. La vía contenciosa no ofrece una solución en un plazo razonable, y mucho 
menos puede detener la inminente remisión a juzgamiento disciplinario.



Por tanto, la tutela es el único mecanismo idóneo y eficaz para evitar la consumación de un 
perjuicio irremediable.

CAPÍTULO VII: SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 
URGENTE
Con fundamento en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, solicito al juez de segunda instancia 
que, como medida provisional mientras se decide la impugnación, ordene a la OCID:

1. Suspender inmediatamente cualquier actuación de fondo en los expedientes 014-2026Q 
y 027-2025Q Acumulado, incluyendo la remisión a juzgamiento y la práctica de nuevas 
pruebas.

2. Abstenerse de realizar audiencias sin mi presencia efectiva y sin garantizar mi derecho de 
defensa y contradicción.

3. Remitir al despacho copia íntegra y actualizada de ambos expedientes en un plazo no 
mayor a 48 horas.

CAPÍTULO VIII: PRETENSIONES CONCRETAS
PRIMERA: Revocar la sentencia N° 220 del 3 de junio de 2026.

SEGUNDA: Tutelar mis derechos fundamentales al debido proceso, defensa, igualdad, acceso a la 
justicia, buen nombre y prohibición de retaliación.

TERCERA: Declarar la nulidad de todo lo actuado dentro del proceso disciplinario 014-2026Q 
y del acumulado 027-2025Q a partir de la apertura de la investigación (Auto 008 de 2026), por 
violación al debido proceso consistente en: (i) falta de notificación personal de los autos 008 y 049; 
(ii) realización de audiencias sin mi presencia ni citación previa; (iii) imposibilidad de contradecir 
los testimonios de los menores; (iv) omisión de los protocolos de la Ley 1620 de 2013 y de la 
conciliación; todo ello con fundamento en el artículo 143 de la Ley 1952 de 2019 y en el artículo 29 
de la Constitución Política.

CUARTA: Ordenar a la OCID que, en el término de diez (10) días, inicie investigación 
disciplinaria formal contra la rectora María Victoria Estrada Castañeda, la coordinadora 
Magdalena Manrique Flórez y la Secretaria de Educación María Camila Henao Hernández, por las 
conductas descritas en los hechos de esta tutela (violación de la Ley 1620 de 2013, acoso laboral, 
retaliación y omisión de activar protocolos de convivencia escolar), y que me reconozca como 
víctima y tercera interesada dentro de esas investigaciones (artículo 132 de la Ley 1952 de 2019).

QUINTA: Ordenar a la Procuraduría Provincial de Rionegro o a la Personería Municipal que 
asuman el poder disciplinario preferente y adelanten dichas investigaciones en caso de que la 
OCID se abstenga injustificadamente de hacerlo.

SEXTA: Ordenar a la Secretaría de Educación de Rionegro que me reintegre a mi cargo de 
docente de carrera en propiedad en la Institución Educativa Josefina Muñoz González, con 
asignación completa en el área de matemáticas, mientras se resuelve de fondo la situación, y que 
cese la ocupación de mi plaza por la docente provisional.



SÉPTIMA: Ordenar al Juzgado de lo Contencioso Administrativo que impulse el proceso 
05001333300620220038200.

OCTAVA: Oficiar al Ministerio de Educación Nacional para que evalúe la conducta de la rectora y 
la secretaria de educación, y active los mecanismos de inspección, vigilancia y control, incluido el 
poder disciplinario preferente.

CAPÍTULO IX: ANEXOS QUE SE ADJUNTAN (SOLO 
HECHOS SOBREVINIENTES)
Con fundamento en el artículo 12 del Decreto 2591 de 1991, los anexos que fueron allegados con la 
demanda de tutela en primera instancia (entre ellos, el Auto 008 de 2026, el Auto 006 del Alcalde, la 
certificación de 5 expedientes, la Directiva 002 del MEN, la Circular 026 del Mintrabajo, el 
diploma de Magíster, la historia clínica, las declaraciones juradas de la rectora, las respuestas de la 
Personería y de la Procuraduría, la sentencia del Juzgado Octavo de Medellín, etc.) ya obran en el 
expediente y se tienen por incorporados a esta impugnación mediante remisión.

Se adjuntan únicamente los siguientes documentos, por ser sobrevinientes (no existían al momento 
de la demanda) o por corresponder a hechos nuevos no contemplados en la demanda:

N
°

Nombre del archivo Descripción

1
05_OCID_Auto_049_cargo
_doloso_20260528.pdf

Auto 049 del 28 de mayo de 2026 (formulación de cargo 
grave doloso y orden de remisión a juzgamiento) – HECHO 
SOBREVINIENTE

2
16_Declaracion_jurada_
Tatiana_hechos_nuevos.
pdf

Declaración jurada de la suscrita sobre los hechos nuevos 
ocurridos después de la demanda, que se transcribe a 
continuación como parte integrante de este escrito.

CAPÍTULO X: DECLARACIÓN JURADA (ANEXO 16) – 
TEXTO ÍNTEGRO
DECLARACIÓN JURADA

Yo, TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, mayor de edad, identificada con cédula de 
ciudadanía N° 43.903.488 de Bello (Antioquia), actuando en nombre propio, bajo la gravedad del 
juramento, declaro que los siguientes hechos son ciertos y corresponden a mi conocimiento 
personal:

PRIMERO: El 19 de marzo de 2026, el Juzgado Octavo Municipal de Pequeñas Causas Laborales 
de Medellín profirió la Sentencia N° 138 de 2026, en la cual tuteló mi derecho de petición y 
declaró que la rectora de la I.E. Josefina Muñoz González, María Victoria Estrada Castañeda, había 
omitido convocar a conciliación y no respondía de fondo a mis solicitudes, incumpliendo la Ley 
1620 de 2013.

SEGUNDO: Inmediatamente después de esa decisión judicial favorable a mis intereses, la Oficina 
de Control Interno Disciplinario (OCID) de Rionegro abrió un nuevo proceso disciplinario en mi 



contra (expediente 014-2026Q), con base exclusivamente en una queja presentada por la misma 
rectora que había perdido la tutela por no conciliar. La cronología demuestra la retaliación.

TERCERO: La OCID ha realizado audiencias en los expedientes 014-2026Q y 027-2025Q 
Acumulado sin notificarme formalmente, sin citarme a ellas y sin permitirme asistir. Nunca 
recibí una citación que indicara lugar, fecha y hora de audiencia alguna. Los correos que la OCID 
me envió contenían copias de documentos, pero no constituyeron citaciones válidas para ejercer mi 
defensa material.

CUARTO: En diciembre de 2025, la OCID ordenó la práctica de testimonios de los menores de 
edad presuntamente afectados. No se me permitió presentar un cuestionario de preguntas, ni 
estar presente en las entrevistas, ni designar un psicólogo de confianza. Tampoco se me corrió 
traslado de dichas pruebas para controvertirlas. Esta actuación viola el artículo 150 del Código de 
Infancia y Adolescencia.

QUINTO: El proceso disciplinario 014-2026Q tuvo como origen que un grupo de estudiantes 
decidió no ingresar al aula de clase. La rectora, en lugar de activar los protocolos de la Ley 1620 de 
2013 (Ruta de Atención Integral), presentó una queja disciplinaria directamente en mi contra, 
saltándose todos los conductos regulares. Como consecuencia, no existe acta de conciliación 
firmada por mí, no fui citada al Comité de Convivencia, no se me permitió hacer descargos en 
ese escenario, y mis descargos como docente afectada y acosada nunca fueron considerados.

SEXTO: La OCID no ha iniciado ninguna investigación disciplinaria contra la rectora María 
Victoria Estrada Castañeda, la coordinadora Magdalena Manrique Flórez ni la Secretaria de 
Educación María Camila Henao Hernández, a pesar de que el Ministerio de Educación Nacional y 
la Personería de Rionegro remitieron dichas quejas. Este trato selectivo constituye una violación al 
derecho a la igualdad.

SÉPTIMO: Como retaliación a mis acciones constitucionales, la Secretaría de Educación de 
Rionegro me trasladó arbitrariamente de la I.E. Josefina Muñoz González y designó a una docente 
provisional para ocupar mi plaza de carrera en propiedad (Decreto Ley 1278 de 2002). En la 
nueva sede (I.E. Baldomero Sanín Cano) no se me asigna carga académica en el área de 
matemáticas, lo que desnaturaliza mi función y configura una retaliación continuada.

OCTAVO: La OCID ha acumulado cinco (5) expedientes disciplinarios en mi contra, como consta 
en la certificación que obra en el expediente, lo que evidencia una persecución sistemática.

Declaro bajo juramento que los hechos aquí narrados son ciertos y que asumo las consecuencias 
penales de cualquier falsedad.

Para constancia, se firma en Rionegro, a los 11 días del mes de junio de 2026.

Atentamente,

TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO
C.C. 43.903.488 de Bello (Antioquia)



CAPÍTULO XI: SOLICITUD DE ADMISIÓN DE LA 
IMPUGNACIÓN EN TIEMPO (ERROR EXCUSABLE)
La sentencia de primera instancia me fue notificada por correo electrónico el día 4 de junio de 
2026. Al realizar el cómputo inicial del término de tres (3) días hábiles para impugnar, consideré de 
buena fe que el plazo vencía el 11 de junio de 2026, por error de interpretación del calendario 
judicial. Con fundamento en el artículo 56 del CPACA (aplicable por remisión del artículo 2 del 
Decreto 2591 de 1991) y en el principio de acceso a la administración de justicia (artículo 229 de la 
Constitución Política), solicito al despacho que admita la presente impugnación sin exigir 
requisitos formales desproporcionados, pues la demora mínima no afecta derechos de terceros y 
existe justa causa (error excusable). En todo caso, el término para impugnar comenzó a correr el 5 
de junio de 2026 (día siguiente a la notificación) y los días hábiles fueron el 5, 8, 9 y 10 de junio de 
2026, por lo que el 11 de junio de 2026 sería el quinto día si se contaran todos los días, pero el 
artículo 1 del Decreto 2591 de 1991 remite a las reglas generales del CGP, y el artículo 118 del CGP 
señala que los términos son perentorios e improrrogables, pero el error excusable permite la 
admisión de la impugnación presentada al día siguiente. Por tanto, subsidiariamente, solicito que se 
tenga por presentada en tiempo en virtud del principio pro actione.

CAPÍTULO XII: NOTIFICACIONES
Accionante: Tatiana Paola Hernández Nieto – lacuerpa@riseup.net – 300 783 5088
Accionados: OCID – cdisciplinario@rionegro.gov.co

Atentamente,

TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO
Magíster en Educación y Desarrollo Humano – CINDE
C.C. 43.903.488 de Bello (Antioquia)
Docente de matemáticas
Correo: lacuerpa@riseup.net

Dado en Rionegro, 11 de junio de 2026.

































































































































DECLARACIÓN JURADA

Yo, TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, mayor de edad, identificada con cédula de 
ciudadanía N° 43.903.488 de Bello (Antioquia), actuando en nombre propio, bajo la gravedad del 
juramento, declaro que los siguientes hechos son ciertos y corresponden a mi conocimiento 
personal:

PRIMERO: El 19 de marzo de 2026, el Juzgado Octavo Municipal de Pequeñas Causas Laborales 
de Medellín profirió la Sentencia N° 138 de 2026, en la cual tuteló mi derecho de petición y 
declaró que la rectora de la I.E. Josefina Muñoz González, María Victoria Estrada Castañeda, había 
omitido convocar a conciliación y no respondía de fondo a mis solicitudes, incumpliendo la Ley 
1620 de 2013.

SEGUNDO: Inmediatamente después de esa decisión judicial favorable a mis intereses, la Oficina 
de Control Interno Disciplinario (OCID) de Rionegro abrió un nuevo proceso disciplinario en mi 
contra (expediente 014-2026Q), con base exclusivamente en una queja presentada por la misma 
rectora que había perdido la tutela por no conciliar. La cronología demuestra la retaliación.

TERCERO: La OCID ha realizado audiencias en los expedientes 014-2026Q y 027-2025Q 
Acumulado sin notificarme formalmente, sin citarme a ellas y sin permitirme asistir. Nunca 
recibí una citación que indicara lugar, fecha y hora de audiencia alguna. Los correos que la OCID 
me envió contenían copias de documentos, pero no constituyeron citaciones válidas para ejercer mi 
defensa material.

CUARTO: En diciembre de 2025, la OCID ordenó la práctica de testimonios de los menores de 
edad presuntamente afectados. No se me permitió presentar un cuestionario de preguntas, ni 
estar presente en las entrevistas, ni designar un psicólogo de confianza. Tampoco se me corrió 
traslado de dichas pruebas para controvertirlas. Esta actuación viola el artículo 150 del Código de 
Infancia y Adolescencia.

QUINTO: El proceso disciplinario 014-2026Q tuvo como origen que un grupo de estudiantes 
decidió no ingresar al aula de clase. La rectora, en lugar de activar los protocolos de la Ley 1620 de 
2013 (Ruta de Atención Integral), presentó una queja disciplinaria directamente en mi contra, 
saltándose todos los conductos regulares. Como consecuencia, no existe acta de conciliación 
firmada por mí, no fui citada al Comité de Convivencia, no se me permitió hacer descargos en 
ese escenario, y mis descargos como docente afectada y acosada nunca fueron considerados.

SEXTO: La OCID no ha iniciado ninguna investigación disciplinaria contra la rectora María 
Victoria Estrada Castañeda, la coordinadora Magdalena Manrique Flórez ni la Secretaria de 
Educación María Camila Henao Hernández, a pesar de que el Ministerio de Educación Nacional y 
la Personería de Rionegro remitieron dichas quejas. Este trato selectivo constituye una violación al 
derecho a la igualdad.

SÉPTIMO: Como retaliación a mis acciones constitucionales, la Secretaría de Educación de 
Rionegro me trasladó arbitrariamente de la I.E. Josefina Muñoz González y designó a una docente 
provisional para ocupar mi plaza de carrera en propiedad (Decreto Ley 1278 de 2002). En la 
nueva sede (I.E. Baldomero Sanín Cano) no se me asigna carga académica en el área de 
matemáticas, lo que desnaturaliza mi función y configura una retaliación continuada.

OCTAVO: La OCID ha acumulado cinco (5) expedientes disciplinarios en mi contra, como consta 
en la certificación que obra en el expediente, lo que evidencia una persecución sistemática.



Declaro bajo juramento que los hechos aquí narrados son ciertos y que asumo las consecuencias 
penales de cualquier falsedad.

Para constancia, se firma en Rionegro, a los 11 días del mes de junio de 2026.

Atentamente,

TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO
C.C. 43.903.488 de Bello (Antioquia)
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